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CARLOS EDUARDO SANTOS JIMENEZ 
ABOGADO

----- Mensaje reenviado -----
De: Carlos Santos <santosji19@yahoo.es>
Para: Juzgado 53 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl53bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 7 de julio de 2021 12:25:15 GMT-5
Asunto: Contestación Demanda Proceso Radicado N°2021 - 0215

Bogotá, D.C. 7 de julio de 2021

Señores: 
Juzgado cincuenta y tres Civil Municipal Bogotá D.C.
Ciudad.

Respetados Señores:
Con él presente les estoy enviando Contestación de la Demanda de la referencia,
acompañada de Poder debidamente otorgado y diez folios de pruebas.

Atentamente,

CARLOS EDUARDO SANTOS JIMÉNEZ
C.C. N°19.313.535 de Bogotá
T. P. N°169.749 del C.S. de J.

CARLOS EDUARDO SANTOS JIMENEZ 
ABOGADO
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Bogotá, D.C. 
 
 
Doctora 
NANCY RAMÍREZ GONZÁLEZ 
Juez Cincuenta y Tres Civil Municipal de Bogotá D.C. 
Ciudad                              
 
 
 
    Proceso verbal No. 2.021-0215 
 Demandante: Conjunto Residencial Paulo Sexto Primera Etapa 
 Demandada: GLORIA HELENA GARZÓN VARGAS 
 
 

CARLOS EDUARDO SANTOS JIMÉNEZ, mayor de edad, residente y domiciliado en 

esta ciudad, abogado en ejercicio, identificado con la cédula de ciudadanía No 

19.313.535, portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No 169.749 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando como apoderado judicial de la Señora GLORIA 

ELENA GARZÓN VARGAS, también mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la 

cédula de ciudadanía No. 51.658.888, según poder adjunto, demandada dentro del 

radicado de la referencia, en tiempo para obrar, por medio del presente escrito me 

permito contestar la demanda, de conformidad con el artículo 96 del Código General del 

Proceso, en la siguiente forma: 

I.- LEGITIMIDAD PARA OBRAR (Legitimación en causa) 

La demandante carece de este presupuesto procesal, como lo demuestro a 

continuación: 

La demanda se origina en un derecho de petición que mi poderdante dirigió a la 

Curaduría Urbana Número Cinco de Bogotá, respecto a la eventual construcción de un 

ascensor en el edificio identificado con el número 58-70 de la carrera 54 de la actual 

nomenclatura urbana de Bogotá, identificado interiormente como bloque D23 del barrio 

Paulo VI, Primera Etapa, y es pertinente precisar que los propietarios del ascensor 

serían los dueños de los 15 apartamentos y 9 garajes de ese edificio o bloque, no el 

Conjunto Residencial Paulo VI, que está compuesto por 80 bloques, los cuales a su vez 

comprenden 80 locales comerciales, 534 garajes y 1.119 apartamentos (véase el 

reglamento de propiedad horizontal del Conjunto Residencial Paulo  VI Primera Etapa). 

De tal suerte, la legitimidad para obrar radica única y exclusivamente en los 

propietarios de los apartamentos del edificio de la carrera 54 No. 58-70 de Bogotá, 

no en el representante legal del Conjunto Residencial. 
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De otra parte, como quiera que en los hechos 1° a 5° de la demanda el libelista 

involucra los bloques C12 y C13, A3, A4, A8 y A9, así como D19 y C6 y C7, los 

propietarios de unidades inmobiliarias en esos edificios serían igualmente legitimarios 

activos, pero sólo ellos, no la totalidad de los propietarios de Paulo VI, Primera Etapa, 

pues los ascensores pertenecen a los propietarios de apartamentos en cada edificio, no 

al Conjunto Residencial, pues su costo lo asumen los propietarios de cada edificio, no el 

Conjunto.  

 

II. PODER PARA OBRAR 

 

En los renglones 7 a 9 de este documento se lee: “para que en mi nombre y 
representación agote el requisito de procedibilidad para iniciar un proceso…”, lo 

que dista de un poder para iniciar y llevar hasta su culminación una acción judicial 

determinada, de manera tal que el poder aportado contraviene lo dispuesto en el 

artículo 74 del CGP, que a la letra estipula: …“en los poderes especiales los asuntos 
deberán estar determinados y claramente identificados”. 
 

De otra parte, la calidad de administradora o representante legal del Conjunto 

Residencial Paulo VI Primera Etapa no está acreditada en la demanda, como lo 

requieren las normas vigentes (CGP, Ley de Propiedad Horizontal y Reglamento de 

Propiedad Horizontal) 

 

III. RESPECTO A LOS HECHOS 

Al primero: En el acta que soporta lo afirmado en este hecho primero se consagra: “Se 

anexa a la presente acta firmas recogidas…”, documento que no obra como anexo a la 

demanda, por lo cual no está debidamente probado. 

De otra parte, mi poderdante es totalmente ajena a las decisiones de los propietarios de 

apartamentos en ese edificio, y jamás intervino directa ni indirectamente, por si o por 

tercera persona, ante autoridad u organismo alguno en relación con el ascensor, 

derechos, acciones y proyectos respecto a ese edificio. 

 

Al segundo: Independientemente a que el hecho sea cierto o no, aplica el mismo 

comentario anterior, lo cual aplica también para los hechos tercero, cuarto y quinto. 

 

Al sexto. En nada afecta a mi poderdante que sea cierto o no. 
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Al séptimo: No es cierto, y contiene una injuria y calumnia. Al imputar el demandante a 

mi representada, la señora GLORIA ELENA GARZÓN, que “actuando de manera 

dolosa mediante sendos escritos y sin estar legitimada en los procesos constructivos, 

propuso objeciones a las solicitudes de licencia…” (el resaltado es mío), está 

incurriendo en el delito de injuria y calumnia, contemplado en los artículos 220 a 222 de 

nuestro Estatuto Penal, por lo solicito comedidamente al Despacho se tramite como una 

prejudicialidad penal y se compulsen copias a la Fiscalía General de la Nación, para lo 

de su competencia. Y no es una imputación aislada. Refiere mi poderdante que ya con 

anterioridad había expresado la demandante, en escrito circularizado a todos los 

residentes de la Urbanización Paulo VI Primera Etapa, imputación en el mismo sentido, 

como lo demuestro en fotocopia de dicha publicación, la cual anexo. 

Como prueba de la falsedad en que incurre el demandante, acompaño fotocopia del 

derecho de petición dirigido a la Curaduría Urbana No 5 de Bogotá por mi poderdante el 

día 15 de julio de 2018, solicitando que se le informara, como parte interesada, 

aspectos relacionados con la fachada y la construcción del ascensor, únicamente 

respecto al edificio ubicado en la carrera 54 No. 58-70 de Bogotá. En él se puede 

apreciar que tan solo pide informaciones, a las que tiene derecho, y nunca formula 

objeción alguna a las pretendidas obras, como lo asevera el demandante. Acompaño 

también respuestas de la Curaduría citada, en las cuales se puede apreciar que el 

objeto de la petición comprende tan solo eventuales obras en el edificio de la carrera 54 

No. 58-70 de Bogotá, bloque D23. 

 

Hecho octavo. No es cierto. El derecho de petición que mi representada, la señora 

GLORIA ELENA GARZÓN radicó ante la Curaduría Urbana No 5 de Bogotá el día 15 

de julio de 2018, no generó, ni podía hacerlo, retrasos de ninguna naturaleza al trámite 

de solicitud de alguna licencia de construcción, y menos aún a cualquier proceso de 

construcción, en primer lugar porque  un derecho de petición de información no 

obstaculiza trámite administrativo de ninguna índole, y en segundo lugar tampoco 

interfiere en ningún proceso de construcción que se pretenda adelantar o se halle en 

ejecución, por sustracción de manera y ausencia de causalidad. 

Así lo reconoce la propia Curaduría Urbana No 5 cuando de manera expresa informa, 

en documento suscrito por el ingeniero MARIANO PINILLA POVEDA, Curador Urbano 

No 5 de Bogotá, de fecha 12 de febrero de 2019: “… es de caso señalar que dentro del 

trámite administrativo referente a las solicitudes de licencia urbanística no existe la 

posibilidad de que los términos de la misma sean suspendidos”. 
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De otra parte, la demandante se limita a presuponer eventuales retrasos, sin precisar 

en qué actividades, y se excede injustificadamente cuando presupone también que el 

derecho de petición de mi representada generó mayores costos de obras en edificios a 

los que la señora GLORIA ELENA GARZÓN VARGAS jamás se refirió, como son los 

Bloques C12, C13, A3, A4, A8, A9, D19, D20, C6 y C7, sin justificar de manera alguna 

tales sobrecostos, que estima de manera arbitraria y abusiva en la suma de 

$80.000.000., y, repito, sin que exista relación de causalidad entre el derecho de 

petición y las presuntas obras, por lo cual en la misma demanda se aprecia ausencia de 

pruebas en este sentido. 

Finalmente, con relación a este mismo punto, observo que el demandante, al hablar de 

daños y perjuicios, no lo hace ajustado a lo estipulado en el artículo 206 del CGP, que 

requiere que este concepto se debe estimar razonadamente bajo la figura de 

estimación razonada de perjuicios, bajo juramento, discriminando cada uno de sus 

conceptos. Y finalmente, esta supuesta enunciación de perjuicios no es un HECHO, 

sino una PRETENSIÓN. 

 

También cabe anotar que enuncia unos perjuicios en los bloques A3 y A4, que están sin 

determinar, lo que significa, de una parte, que extralimita el alcance del derecho de 

petición de mi poderdante ante la Curaduría Urbana No 5, el se refiere única y 

exclusivamente al edificio de la carrera 54 No 58-70, bloque D23, por lo cual este 

“hecho” adolece de causalidad con el citado derecho de petición. 

Ahora bien. Como quiera que el Despacho inadmitió la demanda por cuanto la 

estimación de los perjuicios no se ajustaba a lo preceptuado en el artículo 206 del CGP, 

y toda vez que el demandante no subsanó en la forma establecida en el citado artículo, 

limitándose a manifestar bajo la gravedad del juramento que los daños y perjuicios es la 

suma de $80.000.000, la demanda ha debido ser rechazada, por cuanto el 

demandante no subsanó este punto en la forma fijada por el CGP en el art. 206. 

 

Hechos noveno y décimo: Si lo que el demandante quiso decir es que solicitó 

audiencia de conciliación ante la Procuraduría .., es cierto. Pero lo que debe precisarse 

es que en la audiencia de conciliación llevada a cabo el día 15 de agosto de 2019, no 

es que las partes no llegaron a acuerdo alguno, sino que no hubo ánimo conciliatorio, 

que es la expresión jurídica correcta.  
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IV En cuanto a las PRETENCIONES: 

 

Primera pretensión: Como quiera que está probado que el derecho de petición de mi 

poderdante ante la Curaduría Urbana No 5 de Bogotá, de fecha 15 de julio de 2018, no 

generó ninguna afectación a terceros, y que esta petición no tuvo nada que ver con 

obras o proyectos de obras en los edificios o Bloques C12, C13, A3, A4, A8, A9, D19, 

D20, C6 y C7, esta pretensión es indebida e inadmisible, e inevitablemente nos 

conduce a la figura de la acción temeraria establecida en el art. 79 del CGP. , que en 

nuestro sistema legal se presume cuando sea manifiesta la carencia de fundamento 

legal de la demanda, así como a hechos contrarios a la realidad, entre otros. 

 

Segunda pretensión: Razón tenía el Despacho al inadmitir la demanda pues el 

accionante no presentó esta pretensión en debida forma, es decir, con las formalidades 

contempladas en el artículo 206 del CGP. Y si tenemos en cuenta que no la subsanó 

bajo el rigor del citado artículo, esta pretensión debe ser rechazada, no solo por los 

aspectos formales, sino por cuanto, como ya quedó probado, no existe causalidad entre 

la formulación de un derecho de petición de información y eventuales incidencias del 

mismo respecto a derechos u obligaciones de terceros. En otras palabras, la actuación 

de la señora GLORIA ELENA GARZÓN VARGAS ante la Curaduría Urbana No 5 de 

Bogotá, no tiene relación alguna con proyectos u obras distintos a las que 

eventualmente pudieran llevarse a cabo en el edificio de la carrera 54 No 58-70, bloque 

D23, de la ciudad de Bogotá D.C., barrio Paulo VI Primera Etapa. 

 

V. Respecto a los FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

 

El libelista fundamenta su acción así: 

Constitución Política:  

Art. 1. Ojalá el demandante expusiera en qué aspecto este artículo de la CP de 

Colombia soporta su demanda. 

Art. 2. Cómo vincula el demandante este artículo con su demanda? 

Art. 5. Este precepto constitucional tampoco tiene relación alguna con el objeto de la 

demanda. 

Art. 6. El demandante no precisa en su acción qué normas constitucionales o legales 

violó mi poderdante. 

Art. 11. Este artículo tampoco tiene relación alguna con el objeto de la demanda. 
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Art. 12. Valga el comentario anterior. 

Art. 13. Es pertinente, pero en favor de mi representada, quien con esta demanda y el 

panfleto enunciado al referirme al punto 7 de los hechos, -párrafo primero-, se ve 

afectada por injuria y calumnia, abuso y maltrato por parte de la demandante. 

Art. 42. Cabe este artículo constitucional, pero no como soporte de la demanda, sino 

como amparo a mi poderdante, dado que la demandante y su apoderado han afectado 

seriamente la honra, la dignidad y la intimidad de la demandada. 

Art. 88., ¿Acaso cree el demandante que está formulando una acción popular en contra 

de mi poderdante? 

90. Al fundamentar su demanda en este artículo constitucional, es claro que el libelista 

en algún momento estaba suponiendo que la demanda la dirigía contra el Curador 

Urbano, no contra una persona natural que no cumple funciones públicas. 

Art. 123. Citando este artículo de la CN, me reafirmo en que el demandante sigue 

pensando en el Curador Urbano. 

Art. 217. Este precepto constitucional tampoco tiene relación alguna con el objeto de la 

demanda, la clase de proceso ni la naturaleza de las partes. 

 

Visto que los fundamentos de derecho de naturaleza constitucional no tienen relación 

alguna con la demanda, por economía procesal me abstengo de referirme a los demás 

fundamentos de derecho que invoca el demandante. 

 

VI. Frente a los ELEMENTOS DE PRUEBA de la demanda, considero: 

 

Documentales: La totalidad de las pruebas aportadas no sustentan los “hechos” de la 

demanda, pero, eso sí, de manera absoluta, evidencian que mi poderdante es 

absolutamente ajena a los hechos que se le imputan.  

 

Testimoniales: Aunque de suyo el testigo es un tercero respecto a las partes, no me 

opongo a que la demandada sea llamada a deponer, siempre y cuando el Despacho 

acepte llamar a la señora ZILIA INÉS REYES HERNÁNDEZ, quien obra como 

poderdante de la parte demandante, para que resuelva el cuestionario verbal que 

formularé en la oportunidad procesal pertinente. 

 

Respecto al testimonio del Ingeniero Carlos Ariel López Z., me opongo, por cuanto no 

reúne la totalidad de las formalidades del art. 212 del CGP, y por cuanto el demandante 
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pretende, con su comparecencia, suplir la ausencia o falta de evaluación de perito 

formal al estimar los perjuicios que alega. Además, este ingeniero es parte interesada 

dada su dependencia con la demandante (Art. 212 del CGP) 

En cuanto al gerente de la firma L&S Estudios y Diseños SAS, también me opongo por 

las mismas razones del párrafo anterior. 

 

VII. En lo tocante a la COMPETENCIA, es de resaltar que si bien el demandante se 

equivocó al dirigir la demanda Juzgado de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple, 

en el mismo libelo, al tratar la competencia, señaló al Juzgado Civil del Circuito, pero es 

claro que sus yerros fueron subsanados por El Sistema, y esto es lo correcto, ya que la 

competencia radica en los Juzgados Civiles Municipales. 

 

VIII. PRUEBAS SOLICITADAS POR LA PARTE DEMANDADA 

Comedidamente solicito al Despacho sean decretadas y tenidas como tales las 

siguientes: 

Documentales:  

 

1.- Derecho de petición dirigido por mi poderdante, la señora GLORIA ELENA GARZÓN 

VARGAS, al Curador Urbano No. 5 de Bogotá D.C. el día 15 de julio de 2018, con el 

cual se demuestra que MI MANDANTE sólo acudió ante las Curadurías Urbanas de 

Bogotá, única y exclusivamente en procura de información sobre sobre el cambio de 

fachada y la eventual construcción de un ascensor en el edificio ubicado en la carrera 

54 No. 58-70, bloque D23, del barrio Paulo VI Primera Etapa de la ciudad de Bogotá, no 

respecto a otro edificio o bloque. 

 

2.- Comunicación dirigida a mi poderdante por la Curaduría Urbana No 5 de Bogotá, de 

fecha 12 de febrero de 2019, que contiene ilustración al ciudadano sobre las 

formalidades y trámite a seguir por los terceros que pretendan intervenir como parte en 

el otorgamiento de una licencia de construcción, con la declaración final de que “… 

dentro del trámite administrativo referente a las solicitudes de licencia 

urbanística, no existe a posibilidad de que los términos de la misma sean 

suspendidos…” (El resaltado es mío). 

 

3.- Comunicación dirigida a mi poderdante por la Curaduría Urbana No 5 de Bogotá, de 

fecha 8 de abril de 2019, en la cual se evidencia que mi poderdante sólo operó en 
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ejercicio de su derecho ciudadano a solicitar información, mediante derecho de petición, 

única y exclusivamente el edificio ubicado en la carrera 54 No. 58-70, bloque D23, del 

barrio Paulo VI Primera Etapa de la ciudad de Bogotá. 

 

4.- “Comunicado marzo 5 de 2021”, suscrito por ZILIA REYES HERNÁNDEZ, 

mediante el cual esta señora difunde ante la comunidad del barrio Paulo VI Primera 

Etapa de Bogotá, información falsa, injuriosa y calumniosa contra mi poderdante, que la 

relacionan con los falsos hechos de la demanda, y que de esta manera prueban que 

nos hallamos ante un daño preconcebido, malicioso y temerario que ha generado 

malestar y grave afectación a mi representada y su familia, más allá del ámbito civil, 

hasta llegar al escenario de lo penal. 

 

IX. INTERROGATORIO: 

De manera respetuosa solicito al Despacho se sirva citar a las partes a interrogatorio, 

de conformidad con lo previsto en el Art. 372 del CGP. 

 

Las demás que el Despacho considere oportuno y pertinente decretar. 

 

X. ANEXOS: 

Poder debidamente otorgado y los documentos enunciados como pruebas. 

Comedidamente, manifiesto al Despacho que a pesar de hallar innumerables causas o 

motivos para proponer excepciones, por economía procesal me abstengo de 

proponerlas. 

 

En los anteriores términos queda contestada la demanda. 

 

Respetuosamente, 

 

Original firmado. 

CARLOS EDUARDO SANTOS JIMÉNEZ 

C. C. No. 19.313.535 de Bogotá  

T. P. No. 169.749 del C.S. de la J. 

Carrera 54 No. 57B-40 Apartamento 104, Bloque D5, Paulo VI- 1ª Etapa, de esta ciudad. 

Santosji19@yahoo.es 

320 8183918  301 7713641 
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